
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

ALCALÁ-ZAMORA y CASTILLO, Niceto: Dere-
cho Procesal Mexicano, 2 vols., Edito-
rial Porrúa, México, 1976 y 1877, xxrv,
638 y 636 pp.

Con la publicación de Derecho Pro-
cesal Mexicano, Niceto ALCALÁ-ZAMORA
y CASTILLO, eximio procesalista español
a quien se distinguió, en 1974, con el
premio «Enrico Redenti», nos ofrece una
más de las recopilaciones que de sus
trabajos y ensayos ha venido publi-
cando.

Derecho Procesal Mexicano es la cuar-
ta recopilación realizada por ALCALÁ-
ZAMORA Y CASTILLO durante el último de-
cenio. Antes aparecieron Miscelánea
Procesal (México, vol. I, 1972, y vol. II,
1978), Estudios de Teoría General e His-
toria del Proceso (México, 2 vols., 1974)
y Estudios Procesales (Madrid, 1975).
Obras todas ellas que, aunadas a otras
numerosas publicaciones y recopilacio-
nes aparecidas desde 1929, en que nues-
tro autor inicia sus trabajos procesales
con el ensayo intitulado Lo que debe
ser el Ministerio Público, en «Revista
General de Legislación y Jurispruden-
cia», Madrid, 1929, noviembre, pp. 519-
531, hacen buena prueba de un esfuerzo
ininterrumpido en el estudio y sistema-
tización del Derecho Procesal, al que
ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO ha consagrado
su pródiga existencia.

Lo primero que asombra en la obra
de ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO es, quizá,
su vastedad. En ella se encuentra pun-
tualmente tratada la más amplia gama
de temas y cuestiones procesales. La va-
riedad temática se encuentra acompa-

ñada fielmente de una profundidad en
los análisis y de una claridad exposi-
tiva poco frecuente. Destaca, igualmen-
te, el dominio pleno de la doctrina y
legislación de los países pertenecientes
a la tradición jurídica romano-germá-
nica, empleadas conforme a los cánones
de la más depurada técnica ius-compa-
ratista, dando así a su obra un soporte
y un aliento singulares.

La obra de ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO
es, sin duda, científica. Científica en el
sentido en que CARNELUTTI habla de la
ciencia del proceso en la «Prefazione»
a su Diritto e Processo: búsqueda de
los principios, transito de la exégesis
de la teoría general a través de la dog-
mática, descubrimiento y exposición sis-
temática de las «leyes naturales» del
proceso. Siendo científica, la obra no
puede menos que ser, a un tiempo,
útil. Sus alcances desbordan el estrecho
ámbito de los especialistas, para encon-
trar sus mejores frutos en la modifica-
ción de prácticas y estructuras proce-
sales.

Existe en la obra una permanente
critica al sistema procesal decimonóni-
co y un constante esfuerzo por propo-
ner modificaciones que permitan al pro-
ceso ser el medio idóneo para la conso-
lidación de la paz con justicia, lema
—para CARNELUTTI— del derecho proce-
sal y al que ALCALÁ-ZAMORA dedicó eru-
ditas reflexiones en una de sus bellas
Estampas Procesales de la Literatura
Española (Buenos Aires, 1061, pp. 18-20).

Las características aquí señaladas son
comunes a la amplísima producción de
Niceto ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO. Cier-
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tamente que las mismas alcanzan su
pleno desarrollo en obras como su Pro-
ceso, Autocomposición y Autodefensa
(México, 1947, 2.a ed., 1970) o en Vein-
ticinco años de evolución del Derecho
Procesal: 1940-1965 (México, 1968); pero
no dejan de presidir otros de los desa-
rrollos menores de la obra del autor,
como los artículos recopilados en la
obra que aquí se reseña.

Derecho Procesal Mexicano es una re-
copilación de escritos originalmente pu-
blicados entre los años de 1948 y 1975 y
aparecidos en cinco distintos países
(México, España, Argentina, Francia y
Alemania). Los temas tratados en ellos
tienen como punto de referencia gene-
ral problemas, instituciones y normas
del enjuiciamiento mexicano. No obs-
tante la matriz mexicana de los temas
analizados, su tratamiento contiene
—como ya apuntamos— numerosas re-
flexiones y análisis ius-comparativos,
con los que el autor esclarece y con-
trasta sus postulados sobre el derecho
procesal mexicano.

Por otro lado, debe de mencionarse
que otra particularidad de Derecho Pro-
cesal Mexicano es su unidad sistemá-
tica. Unidad particularmente difícil de
obtener en una recopilación de estudios,
en este caso de cuarenta, escritos en
distintos momentos a lo largo de vein-
tisiete años. ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO
ha logrado tal unidad gracias a su in-
cansable afán por construir una Teoría
General del Proceso, afán que le lleva
de continuo a emplear doctrinas y con-
ceptos no circunscribibles a las fronte-
ras de un determinado derecho nacio-
nal ni, tampoco, a alguna de las par-
ticulares ramas del enjuiciamiento. Asi,
la obra está destinada a un muy amplio
sector de lectores y no, exclusivamente,
a los estudiosos del enjuiciamiento me-
xicano.

ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO ha estructu-
rado su Derecho Procesal Mexicano
atendiendo tanto al contenido de cada
uno de los artículos recopilados, como
a la especificidad o generalidad del te-
ma estudiado. Así, la primera parte do
la obra, coincidente con el primer tomo,

contiene veinticuatro artículos agrupa-
dos en cinco grandes secciones: unifi-
cación procesal, enjuiciamiento civil y
mercantil, proceso penal, comunicacio-
nes a los Congresos Internacionales de
Derecho Comparado y una última de
temas varios. El segundo volumen con-
tiene dos importantes exposiciones ge-
nerales y quince dictámenes.

Significativo resulta que el autor co-
loque a la cabeza del primer tomo de
la recopilación sus estudios dedicados
a la unificación de la legislación proce-
sal mexicana. Una de sus mayores preo-
cupaciones durante su estancia en Mé-
xico fue la de la diversidad de ordena-
mientos existentes en materia procesal
(más de treinta en lo civil y otros tan-
tos en lo penal), que dificulta consi-
derablemente su sistematización, estu-
dio y correcta aplicación, sin ofrecer
ventaja alguna a cambio. Tal situación,
debida a una peculiar manera de enten-
der el federalismo, es considerada por
ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO como una defi-
ciencia a superar. Sus trabajos inclui-
dos en este rubro de la recopilación
tienden a mostrar las ventajas que se
derivarían de la unificación, al tiempo
que señalan con claridad los pasos a
seguir para lograr tal propósito.

La segunda sección contiene aquellos
artículos que de modo específico se re-
fieren a problemas del enjuiciamiento
civil. Es precisamente el proceso civil
el que encuentra a lo largo de la obra
un tratamiento más completo. ALCALÁ-
ZAMORA Y CASTILLO examina con gran pro-
fundidad el proceso civil mexicano y su
evolución legislativa dentro de los pri-
meros cuarenta años de vigencia del Có-
digo de Procedimientos Civiles del Distri-
to Federal de 1932, código que ha ejercido
una considerable influencia sobre los de
las restantes entidades federativas y en
torno al que de modo predominante se
ha construido la doctrina mexicana. El
Código es objeto de dos exposiciones
generales, una de carácter sistemático
—Síntesis del Derecho Procesal (Civil,
Mercantil y Penal)», originalmente apa-
recida en 1965— y otra de carácter pre-
valentemente exegético —«Examen Crí-
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tico del Código de Procedimientos Civi-
les de Chihuahua (comparado con el del
Distrito y Territorios Federales)», fruto
de un curso dictado en 1958—. Las más
significativas reformas de este ordena-
miento son analizadas y discutidas en
trabajos tales como «Tríptico procesal
mexicano» —referido a las reformas de
1966, 1968, 1969 y 1971— y, entre otros,
«Reformas al Código Procesal Civil del
Distrito y Territorios Federales en ma-
teria de caducidad de la instancia y
de procedimientos inmobiliarios» de
1964. De esta manera, en Derecho Pro-
cesal Mexicano podemos encontrar un
pormenorizado análisis de la evolución
del enjuiciamiento civil mexicano por
un autorizadísimo espectador de las re-
formas.

Las reformas operadas al enjuicia-
miento civil, y concretamente al código
procesal civil distrital de 1932, son para
ALCALÁ-ZAMORA reformas circunstanciales,
en las que los legisladores no han que-
rido o no han podido reestructurar de-
finitivamente un esquema procesal lar-
gamente condicionado a los modelos vi-
gentes en el siglo xix para adecuarlo a
las necesidades del presente. Muy par-
ticularmente, lamenta ALCALÁ-ZAMORA Y
CASTILLO la deficiente regulación de la
oralidad dentro del proceso ordinario
y la escasez de poderes de dirección con-
feridos al juzgador; situaciones que,
aunadas a una no muy feliz reglamen-
tación de los plazos y términos proce-
sales, originan una administración de
justicia deficiente. En opinión de ALCA-
LÁ-ZAMORA Y CASTILLO, el «remedio no pue-
de esperarse de reformas parciales lle-
vadas a cabo de cuando en cuando en
los textos rectores..., sino de un plan-
teamiento general del problema» (así,
en p. 618 del tomo I de la obra rese-
ñada).

A lo largo de los diversos ensayos re-
copilados en Derecho Procesal Mexica-
no, el autor sugiere numerosas vías pa-
ra lograr una efectiva transformación
de la justicia civil. En ese afán destaca
su insistencia por unificar los códigos
y promulgar uno en el que con toda
claridad se señalen los principios or-

gánicos del enjuiciamiento —recomien-
da, aquí, al juez monocrático para la
primera instancia y el colegiado para
la vía impugnativa— y una adecuada
estructuración de los tipos de proceso
—de conocimiento y ejecución, según
la tradicional distinción carneluttiana—
y un adecuado reparto de facultades y
potestades entre el juzgador y las par-
tes que permita al primero ser un au-
téntico director del proceso.

Respecto a este último punto, sin du-
da central a toda auténtica reforma del
enjuiciamiento civil, resulta de altísimo
valor el ensayo intitulado «El papel del
Juez en la Dirección del Proceso Civil
Mexicano», que ALCALÁ-ZAMORA Y CAS-
TILLO preparó como ponencia nacional
para el VI Congreso Internacional de
Derecho Comparado celebrado en Ham-
burgo en 1962. En este trabajo, el autor
propone una reforma sustancial a la
legislación vigente. Claramente se pro-
pone una atenuación del carácter dis-
positivo que priva en materia de orde-
nación del procedimiento. Algunas de
estas ideas han tratado de ser incorpo-
radas en reformas posteriores pero no
logran aún consolidarse. Otro tanto ocu-
rre con la concentración y la inmedia-
ción.

Por lo que hace al proceso penal, AL-
CALÁ-ZAMORA Y CASTILLO ofrece una deta-
llada indagación sobre el mismo en su
«Síntesis del Derecho Procesal», así como
sus comentarios a la legislación del Esta-
do de Michoacán y en sus críticas al
Proyecto que de código procesal penal
se elaboró, sin éxito, en 1949.

En Derecho Procesal Mexicano apa-
recen nuevamente publicadas dos signi-
ficativas contribuciones de ALCALÁ-ZA-
MORA Y CASTILLO para la adecuada com-
prensión de la naturaleza, estructura y
funciones del juicio de amparo, institu-
ción que en México cumple con la doble
tarea de controlar tanto la constitucio-
nalidad como la legalidad de los actos
de autoridad, y que ALCALÁ-ZAMORA ha
sabido encuadrar siempre dentro del te-
rreno procesal, linea que seguiría con
indiscutible acierto su discípulo Fix-
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ZAMUDIO. En el ensayo intitulado «Am-
paro y Casación», originado con motivo
de una cuestión planteada por CAPPELLET-
TI, ALCALÁ-ZAMORA centra el problema del
amparo en el contraste carneluttiano
entre función y estructura y en la cla-
sificación que de los procesos hizo ALLO-
RIO atendiendo al contenido de los mis-
mos, para proponer una serie de refor-
mas que habrían de traducirse en una
mejor delimitación de los controles en-
comendados al poder judicial respecto
a los restantes poderes. En este trabajo
encontramos un claro ejemplo de la ma-
nera en que ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO
emplea la doctrina para una mejor sis-
tematización de las instituciones proce-
sales mexicanas, a la vez que, apoyán-
dose en su conocimiento de las legisla-
ciones extranjeras, hace uso del derecho
comparado para proponer reformas con-
cretas a nuestro ordenamiento. Pero
ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO en contraste
con amplios sectores de la doctrina me-
xicana, no se contenta con la simple
descripción apolítica de las instituciones
procesales, sino que incursiona en el
análisis político e indaga la vigencia
real de los mecanismos encargados de
la tutela de los derechos públicos sub-
jetivos; ejemplo de esto lo constituye,
sin duda, su ensayo •Protección juris-
diccional del particular frente al Eje-
cutivo en México», en el que brinda
una visión critica del funcionamiento
real de los mecanismos de defensa con
tal fin instaurados y ofrece una original
visión de lo que deberían ser para lo-
grar mayor eficacia en la vida jurídica
mexicana.

De las numerosas consideraciones que
de lege ferenda propone ALCALÁ-ZAMORA,
nos parecen particularmente importan-
tes las relativas a la organización judi-
cial, en particular a la implantación en
México de una carrera judicial similar
a las existentes en la mayoría de los
países europeos y que podría servir de
apoyo a la consolidación de un poder
judicial independiente del poder ejecu-
tivo, el cual gravita peligrosamente so-
bre el enjuiciamiento mexicano en to-
das sus ramas, pero, sobre todo, en ma-

teria de protección y salvaguarda de
las garantías individuales.

Consideramos, finalmente, que en De-
recho Procesal Mexicano ALCALÁ-ZAMORA
Y CASTILLO ha sabido reunir trabajos que
ofrecen una excelente descripción y crí-
tica del enjuiciamiento mexicano con-
temporáneo. La obra es, en numerosos
aspectos, única dentro de la doctrina
mexicana: esto no resulta sorprendente,
cuando se considera que los avances y
logros realizados por el derecho proce-
sal mexicano para construirse como una
ciencia, una vez abandonados el viejo
procedimentalismo y la exégesis, se de-
ben en grandísima medida a la insusti-
tuible labor que desde la cátedra y la
investigación realizó ALCALÁ-ZAMORA Y
CASTILLO durante los treinta años en que
México y su Universidad tuvieron la dis-
tinción de contarlo entre sus maestros.

SANTIAGO OÑATE LABORDE

ALVAREZ, ANDBR-EGG, CASADO, RED y ZA-
NELLA: Organización y Administración
de los Servicios Sociales, «Marsiega»,
Madrid, 1981, 142 pp.

En la Colección «Bienestar Social»,
que también editó Cambio de las insti-
tuciones de bienestar social en España,
Educación y trabajo, Descentralización
de los servicios sociales, y en este caso
en colaboración con la Escuela de Asis-
tentes Sociales de Valladolid, se nos
brinda el interesante libro Organización
y Administración de Servicios Sociales,
que va a ser objeto de comentario en la
presente recensión. El volumen contiene
ocho trabajos tendentes a contribuir, en
su conjunto, a que los servicios sociales
se racionalicen y organicen de forma
humanizada, democratizada y partici-
pativa.

Bien advierte Ulpiano GONZÁLEZ, presi-
dente de la Asociación «Concepción Are-
nal», en la presentación del libro, que
son escasos los estudios que en España
se han realizado en torno a tema de
palpitante actualidad, cual es el de la
organización de los servicios sociales,
de su racional administración.
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El;, la Ponencia que figura con idénti-
co título al de la publicación que criti-
camos, Romana ZANELLA formula las si-
guientes técnicas definiciones sobre dos
conceptos fundamentales.

Organización: procedimiento que re-
gula todas las actividades que se preci-
san para alcanzar los fines de la en-
tidad.

Administración: tiene como fin ga-
rantizar el logro de los fines institucio-
nales de manera racional y eficaz, en-
tendiéndose por racionalidad la cohe-
rencia entre programación y acción, y
por eficacia la elección de la alterna-
tiva que permita alcanzar el resultado
mejor, en relación con los recursos ma-
teriales y humanos a disposición.

El director del Servicio Social de Mi-
nusválidos Físicos y Psíquicos, Deme-
trio CASADO PÉREZ, autor, también, de
las publicaciones «Introducción a la
sociología de la pobreza», «Plan social
de Baza: una experiencia de desarrollo
social» y «La pobreza en la estructura
social de España», en el extenso estu-
dio titulado «Estructuras de los servi-
cios sociales y asistenciales», alude a las
variadas formas de organización técnica
de los servicios sociales y asistenciales,
contemplando las siguientes: la admi-
nistración institucional central repro-
duce centralismo territorial con su
reflejo en el área que nos ocupa; la
teoría autonómica local y su real su-
bordinación a la central igualmente
repercuten en. su organización socio-
asistencial; la organización de los Ser-
vicios Sociales se inspira en la de la
Seguridad Social; la estructura con-
federal diocesana de la Iglesia Católi-
ca la encontramos reflejada en «Ca-
ritas».

En la Ponencia «Estudio comparado
sobre la organización de los servicios
sociales», de María del CASTILLO ALVA-
REZ, profesora de la Escuela de Asis-
tentes Sociales de Valladolid, se re-
cuerda que los cinco principios que
forzosamente habrá que tener en cuenta
en la organización de los servicios so-
ciales son éstos: universalización, nor-

malización, descentralización, partici-
pación y racionalización.

Ezequiel ANDER-EGG, sociólogo argen-
tino experto en cultura, ecología, pla-
nificación, programación, proyectos y
trabajo social, autor de los libros El
desafío ecológico e Introducción o la
planificación, en su Ponencia «El tra-
bajo social en los servicios sociales»,
sostiene que a partir del marco refor-
mista-desarrollista la participación po-
pular tiene por finalidad mejorar el
orden social, con el máximo de parti-
cipación de los interesados en las áreas
de su propio bienestar.

En «El trabajo social en la política de
acción social», Natividad DE LA RED,
directora de la Escuela de AA. SS. de
Valladolid, expone los criterios y prin-
cipios fundamentales al respecto: rea-
lización de sistema global orgánico de
los servicios locales territoriales; pro-
moción de política participativa en la
conexión entre descentralización y par-
ticipación de los servicios sociales;
creación de unidades de bienestar social
que terminen con el sistema asistencial
vertical.

En suma, publicación de gran interés
y utilidad, en esta época social en que
vivimos, sobre temas en los que la
escasez de trabajos españoles es noto-
ria, lo que encarece la oportunidad del
curso celebrado en Valladolid, en 1980,
y la edición de los textos de la Ponen-
cia en este libro, cuyo comentario con-
cluimos.

GERMÁN PRIETO ESCUDERO

CAZORLA PRIETO, Luis María: El control
de las Corporaciones Locales por el
Tribunal de Cuentas, Ed. Instituto
de Estudios de Administración Local,
Madrid, 1982, 135 pp.

Cada vez merece mayor atención,
tanto en nuestro país como en el ex-
tranjero, la actividad económico-social
de las Corporaciones Locales. Mientras
en otros países los entes locales juegan
un papel, ciertamente importante, en
el campo económico, en el nuestro aún
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no hemos llegado a cotas europeas, si
bien hay indicios de que nos encami-
namos hacia ellas y de que la Admi-
nistración Local española puede poten-
ciarse en los años venideros.

Dentro de estas coordenadas hay que
situar el libro de CAZORLA PRIETO que
precisamente, en sus páginas iniciales,
afirma que «la importancia económica
del sector público local es creciente»,
como demuestran las estadísticas dis-
ponibles; y recordando que, cara al
futuro, este fenómeno se va a intensi-
ficar lo mismo en el extranjero que en
España, lo cual no dejará de generar
serios problemas derivados del desajus-
te ingresos-gastos y que, a nivel estatal,
tienen su mejor plasmación en la co-
nocida teoría de la crisis fiscal del
Estado. Crisis que se adivina ya en
las grandes ciudades en las que los
ingresos no llegan a cubrir las exigen-
cias y demandas de gastos cada vez
mayores.

Las ideas anteriores sirven al autor
para enlazar lo expuesto con el tema
del control económico-financiero, ya
que, lógicamente, si el volumen presu-
puestario de las Corporaciones Locales
está en proceso de incrementación
constante, «la preocupación por un con-
trol eficaz y suficiente ha de ocupar
un lugar preeminente». En cuanto a
las Corporaciones Locales es preciso
partir de algunas ideas esenciales como
son, primero, la necesidad de contar
con el principio de la autonomía local
reconocido en la Constitución; segun-
do, el control externo sobre aquéllas
debe ser ejercido no por la Adminis-
tración del Estado, sino por el Tri-
bunal de Cuentas, dadas las garantías
que ofrece de «imparcialidad, indepen-
dencia y especialización», «unido al
papel político-constitucional que le co-
rresponde desempeñar»; y, tercero, de
aceptarse la propuesta anterior, el Tri-
bunal de Cuentas deberá sufrir pro-
fundas modificaciones de estructura,
organización y medios personales.

Para CAZORLA PRIETO, según la inter-
pretación que hace de los artículos
de la Constitución y especialmente del

31, debe concluirse que ha de existir
un control económico-financiero, de ca-
rácter externo, sobre las Corporaciones
Locales; no ha de ejercerse tan sólo
a posteriori, sino que, en ocasiones,
tendrá que actuar a priori; y, además,
ha de ir más allá de la comprobación
de la pura y simple legalidad. Y for-
muladas estas conclusiones es el mo-
mento de adentrarse en el estudio de
la evolución histórica del control de
las Corporaciones Locales en España
y del panorama del Derecho Compara-
do con referencia a algunos países más
caracterizados (Francia, Italia, Repú-
blica Federal Alemana).

Centrado así el tema, con apoyo tan-
to del texto constitucional como de la
historia y el Derecho Comparado, se
trata ahora de penetrar con más deta-
lle en el análisis del Tribunal de Cuen-
tas, cuya naturaleza se identifica en
los siguientes rasgos: es un órgano de
relevancia constitucional, pero no de
naturaleza constitucional, que desem-
peña funciones auxiliares de las insti-
tuciones representativas más significa-
tivas, las Cortes, en el ejercicio de
sus funciones y que, además de las
funciones financieras propiamente di-
chas, lleva a cabo cometidos de carácter
jurisdiccional.

La cuestión más importante se plan-
tea cuando se trata de configurar el
Tribunal de Cuentas como un órga-
no fiscalizador de las Corporaciones
Locales, es decir, Diputaciones y Ayun-
tamientos. La Constitución no alude
directamente a ello y entonces, como
hace el autor, se impone proceder a
la interpretación del apartado 1 del
artículo 136 y, más concretamente, de
la expresión contenida en el mismo
«sector público». Las opiniones doctri-
nales están divididas al respecto, pero
para CAZORLA PRIETO, abandonando su
postura inicial contraria, dentro del
sector público hay que incluir la Ad-
ministración Local y, por tanto, el Tri-
bunal de Cuentas es competente para
fiscalizar a las entidades que la com-
ponen. -El respeto al postulado de la
autonomía local, la. independencia, im-
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parcialidad y profesionalidad en el de-
sempeño de sus tareas por parte del
Tribunal de Cuentas y, en fin, la nece-
sidad de que una legislación uniforme
y aplicable a todo el territorio nacio-
nal regule la materia frente a la dis-
persión que el otorgamiento del control
económico-financiero a las Comunida-
des Autónomas o a sus instituciones
pudiera acarrear —escribe para justifi-
car su cambio doctrinal— aconsejan
la postura que hoy defendemos.»

Aceptada esta formulación, es nece-
sario atender un último aspecto que
se refiere a la estructura organizativa
del Tribunal de Cuentas para que pue-
da desempeñar con eficacia las nuevas
funciones que se le atribuyen. Ante
«la enorme carga que se emplaza sobre
el Tribunal de Cuentas con motivo del
control de las entidades locales», el
autor se inclina por la creación de
secciones territoriales del mismo cuyo
ámbito especial debería coincidir con
el de las Comunidades Autónomas. Di-
chas secciones estarán sometidas je-
rárquicamente a los órganos centrales
del Tribunal y no deben relacionarse
con las Cortes Generales directamente;
por el contrario, las relaciones serán
directas y más inmediatas con las
Asambleas Legislativas de las Comuni-
dades Autónomas y los Plenos de las
Corporaciones Locales.

Resumiendo, hay que decir que el
libro es una aportación interesante a
la bibliografía sobre aspectos de la
vida local. Hay parcelas tratadas con
profundidad, mientras que otras sólo
son tocadas de manera un tanto super-
ficial y apenas si inciden sobre el fon-
do y sustancia de las mismas. La pu-
blicación de la Ley Orgánica 2/1982,
de 12 de mayo UBOE» del 21), viene
a avalar la actualidad de la obra, ya
que, con arreglo al artículo 4.°, se
integran dentro del llamado sector pú-
blico las Corporaciones Locales; por lo
mismo es de esperar que el autor in-
sista en su línea de investigación y
que su aportación sirva para que otros,
a la vista de la nueva, legislación vi-

gente, se esfuercen a abrir horizontes
y en continuar la marcha ya empren-
dida.

V. M. GONZALEZ-HABA GUISADO

GARRIDO FALLA, F.; ARIÑO, G., y otros: El
modelo económico en la Constitución
española, Ed. Instituto de Estudios
Económicos, Madrid, 1981.

El Instituto de Estudios Económicos
ha publicado recientemente el libro ti-
tulado El modelo económico en la Cons-
titución española.

La obra consta de dos volúmenes, el
volumen I, con un total de 311 páginas,
y el volumen II, con 470 páginas, sien-
do sus autores los profesores universi-
tarios F. GARRIDO FALLA, G. ARIÑO, M.
BAENA, M. BASSOLS y el letrado de las
Cortes R. ENTRENA.

Como expone en el prólogo el profe-
sor GARRIDO FALLA, el libro es, ante to-
do, de contenido jurídico, y los distin-
tos autores de las cinco partes en que
están divididos los dos volúmenes han
gozado de libertad plena tanto en la
forma de exposición de su contenido
como en los criterios formales o liber-
tad intelectual de las exposiciones res-
pectivas.

En la parte I, con el titulo de «In-
troducción general», el profesor GARRI-
DO FALLA sienta ¡a paradoja que supone
nuestra Constitución, en similar con-
tenido convencional a o t r o s ordena-
mientos vigentes, de pedirle al Estado
simultáneamente ayuda y al mismo
tiempo abstención.

¿Son compatibles así, dice el autor,
los términos definitorios de España del
artículo 1.° de la Constitución como
Estado social y democrático y los tér-
minos de libertad, justicia, igualdad y
pluralismo político de su ordenamien-
to jurídico que añade el mismo artícu-
lo a esa definición del Estado?

Con esas premisas y las conclusiones
de que unas posiciones maximalistas
de esos postulados de igualdad y li-
bertad de la Constitución llevan a con-
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clusiones contrarias entre sí, el profe-
sor GARRIDO hace, seguidamente, un es-
tudio minucioso del artículo 38 de la
Constitución, defensor del principio de
libertad de empresa, que corroboran
las alusiones del m i s m o articulo al
«marco de la economía de mercado» y
«la defensa de la productividad», con
los contenidos, principalmente, de de-
claraciones vigentes de ese mismo ar-
tículo 38 y el 131 sobre libertad de em-
presa, así como de las declaraciones del
párrafo 2 del artículo 128 de la misma
superley, verdadero contrapunto de la
declaración genérica del artículo 28 de
la libertad de empresa.

En efecto, cual señala el autor, la li-
bertad de empresa o iniciativa privada
que formula el artículo 38 de la Consti-
tución, y que tiene apoyo o sustrato en
el artículo 33, reconocedor de la propie-
dad privada, se encuentra condicionado
por las razones de interés público o
intervencionismo estatal que significan:
1) Las exigencias de la economía gene-
ral, y aun de la planificación, 2) La po-
lítica de estabilidad económica y pleno
empleo. 3) La defensa de los consumido-
res y usuarios frente a posibles abu-
sos, y 4) La legalización de huelgas y
conflictos colectivos de trabajo, q u e
consagran los artículos 38, 131, 40,
50.1), y 37 de ese mismo texto constitu-
cional; pero muy destacadamente por
la declaración del artículo 128.2 de
ese mismo texto al declarar que «se
reconoce la iniciativa pública en la ac-
tividad económica...», es decir, en tér-
minos textuales del autor, «el recono-
cimiento constitucional de la posibili-
dad de nacionalizar actividades econó-
micas».

Un estudio minucioso de estos prin-
cipios y casos o declaraciones concre-
tas de la preceptiva constitucional al
respecto, asi como las experiencias na-
cionalizadoras, que nacieron después
de la segunda guerra mundial, hacien-
do un estudio de las experiencias o
programas más recientes en Inglate-
rra (informe NEDO de 1976) y Francia
(Comisión Nora de 1967), completan es-
ta Introducción o parte primera del li-

bro del jurista y administrativista pro-
fesor GARRIDO FALLA.

La parte II del tomo primero lleva
por titulo «El principio de libertad de
empresa» y es su autor el letrado de las
Cortes R. ENTRENA CUESTA.

ENTRENA CUESTA formula la interro-
gante de si debe constitucionalizarse el
orden económico. Y respondiendo afir-
mativamente a la pregunta, el autor
desarrolla seguidamente l o s grandes
modelos de sistemas de ordenación eco-
nómica en el Derecho comparado vi-
gente, distinguiendo «la Economía diri-
gida desde el centro», los sistemas de
•economía descentralizada o economía
de mercado», el sistema de «economía
autogestionaria» y el de «democracia
económica total o pura».

Para el autor, el orden o sistema de
economía social de mercado tiene como
c a r a c t e r e s esenciales: a) el merca-
do coordina las decisiones descentra-
lizadas, b) debe garantizarse la liber-
tad de acceso al mercado, eliminando
los obstáculos que puedan existir, c)
debe asegurarse la estabilidad moneta-
ria, d) utilización racional de los re-
cursos naturales eni orden a la calidad
de la vida y el medio ambiente, e) de-
fensa de los legítimos intereses de los
consumidores, f) iniciativa pública en
la actividad económica, g) moderniza-
ción y desarrollo de todos los sectores
económicos, h) posible reserva al sec-
tor público de servicios esenciales, i)
participación en la empresa, j) moder-
nización y desarrollo de todos los sec-
tores económicos, y k) planificación de
la actividad económica general.

El sistema económico de la Consti-
tución de 1978 es indudablemente, para
ENTRENA CUESTA, el modelo concreto de
economía de mercado referido, basado
en la libre empresa y que consagra el
artículo 38 de la misma.

Ello no obstante, dice el autor, es
indudable que el principio general tie-
ne en la misma Constitución unas con-
dicionantes muy cualificadas: ha de
ejercerse de acuerdo con las exigen-
cias de la economía general o de la
planificación, que los poderes públicos
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puedan acometer la modernización y
desarrollo de sectores económicos, o
esos sectores promuevan la participa-
ción en la empresa, o cuando la ini-
ciativa pública asume sectores econó-
micos o se reserva a ese sector público
determinados recursos o servicios, y fi-
nalmente cuando esos poderes promue-
van las condiciones favorables para el
progreso social o económico, distribu-
ción de la renta regional o provincial
o la defensa de los consumidores.

Un examen detenido del principio de
economia de mercado en el vigente or-
denamiento constitucional de la Repú-
blica Federal Alemana, con las obser-
vaciones más recientes al respecto o
autocrítica del mismo por TUCHFELD
y MÜLLER-ARMACK, y ese mismo estu-
dio detenido de las tres condicionan-
tes al artículo 38 constitucional de ac-
ceso a la actividad, el ejercicio de las
actividades económicas y la irrupción
o aparición de los sectores públicos des-
arrollando actividades empresariales
que el mismo texto constitucional con-
sagra en sus artículos 40, 45, 51.1), 128.2
y 129.2 completan esta II parte sobre «El
principio de libertad de empresa», de
R. ENTRENA.

Seguidamente, el profesor BAENA DEL
ALCÁZAR, desarrolla en la parte o epí-
grafe III del libro «La ordenación del
mercado interior».

Para el autor, la ordenación del mer-
cado interior, materia no muy tratada,
por otra parte, por la doctrina admi-
nistrativista española, comprende las
materias de defensa de la competencia,
la intervención administrativa a través
de los regímenes de precios, la discipli-
na de mercado y el estatuto de los con-
sumidores.

Actualmente, señala el profesor BAE-
NA, la no existencia de una rígida sepa-
ración entre sociedad y Estado hace
que haya la doble tendencia de la li-
bertad de empresa frente al poder del
Estado. Al lado de que esa libertad no
se predica sólo de protagonistas indi-
viduales, sino que precisamente esos
protagonismos económicos están articu-
lados en grupos. Los poderes públicos

tienen, así, actualmente, que definir las
condiciones de ese doble equilibrio e
intentar mantenerlo s i n menoscabo,
principio que recoge, positivamente, la
Constitución de 1978 en el párrafo 2
de su artículo 9."

Ya más concretamente, en el amplio
estudio que el profesor BAENA hace de
su tema, se distinguen tres partes: una
de ellas (cap. II) la dedica a los prin-
cipios constitucionales aplicables al mer-
cado interior; la segunda (cap. III) al
estudio directo de las materias afecta-
das por ese ordenamiento constitucio-
nal vigente, y la tercera (cap. IV) a las
conclusiones que se derivan de esos
dos estudios anteriores con' las líneas
generales de una posible regulación a
la vista de los criterios constituciona-
les.

En la «Situación actual y los prin-
cipios constitucionales» se afirma por el
autor no existir un auténtico marco de
economía de mercado en nuestro país,
aplicándose una amalgama de normas
dispersas en sus tres áreas básicas de
disciplina de mercado, defensa de la
competencia y regulación de precios.

Una detallada cita y exposición de
esta legislación y la necesidad de cons-
truir una articulación general de la
actividad administrativa en esta mate-
ria, que también impone el artículo 38
de la Constitución nacional, son afirma-
ciones del autor, ya que en su textual
frase «es indispensable clarificar el abi-
garrado panorama del derecho positivo»
vigente al respecto.

El examen de los artículos 38 y 51 de
ese texto constitucional conducen al
autor a la conclusión de que esa nece-
sidad y aun urgencia de una reforma
legal sobre toda esta materia pueda
hacerse, no obstante la parquedad de
los preceptos constitucionales al res-
pecto, en el sistema que para el hecho
económico consagra la Constitución de
libertad de empresa, regida por leyes
de mercado y las intervenciones admi-
nistrativas que ella misma establece.

En «Las materias afectadas», objeto
del capítulo III, el profesor BAENA hace
un estudio minucioso de la legislación
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vigente (sustantiva y procedimental) en
las materias de defensa de la compe-
tencia, control de precios y disciplina
de mercado, con especial detenimiento
en la vigente sobre los normalmente
contrapuestos intereses o recíprocos de-
rechos de los consumidores y usuarios
(no estatuto de los consumidores) y las
reformas precisas para adaptar esta le-
gislación a las normas que al respecto
consagra el artículo 51.1 de la Cons-
titución.

La conclusión o parte final, que se ha
indicado, de este estudio sobre la or-
denación del mercado interior, sentán-
dose por el autor no tanto la necesi-
dad de una nueva y total regulación de
la materia cuanto la sistemática de una
nueva ley de mercado interior, que no
ha de ser necesariamente de las orgáni-
cas creadas por el texto constitucio-
nal de 1978, y las otorgables al respec-
to a las Comunidades Autónomas, bien
sea de exclusiva competencia del Es-
tado central esa ley, la libertad de com-
petencia y libertad de precios.

La parte IV de la obra se refiere a
«La empresa pública», y es autor de la
misma el profesor G. ABIÑO ORTIZ.

ARIÑO ORTIZ divide su colaboración
en los diez títulos de «A modo de pre-
sentación», •Límites y delimitación del
sector público. Campos de actuación
de las emprssas públicas. Motivacio-
nes para su creación», «Las nacionali-
zaciones europeas. Treinta años de ex-
periencia. Valoración de los resultados»,
«Algunas claves de comprensión de la
empresa pública, sus vicios institu-
cionales. El marco constitucional y le-
gal de España», «El servicio público
como alternativa», «Modelo de estructu-
ración del sector público», «El control
del Gobierno sobre las empresas públi-
cas. Autonomía versus dependencia. Ba-
ses del régimen jurídico», «Resumen y
conclusiones. Directrices de reforma.
Bases para un futuro Estatuto de em-
presas públicas», y «Postsescriptum».

«La aproximación a los problemas que
aquí se va a intentar, dice el autor, no
sólo es juridico-formal, sino también so-
cio-económica y político-constitucional.»

Y en efecto, a través de las largas y
apretadas páginas que el profesor ARI-
ÑO dedica a la empresa pública, se hace
en el estudio un examen exhaustivo de
lo que es la empresa pública, sus vici-
situdes históricas, los modos de ges-
tión de estas empresas, la empresa pú-
blica en el derecho comparado, la em-
presa pública y su estatuto como modo
de gestión económica a la vista de los
preceptos que la Constitución de 1978
le dedica a la economía, y los modelos
o proyectos más recientes acerca del
funcionamiento y su mejor regulación
en Francia e Inglaterra CRapport Nora
de 1967 y Reports del Select Commitee
de 1969, respectivamente).

Coincidente, sustancialmente, con an-
teriores criterios, para el autor el mo-
delo de gestión económica que estable-
ce la Constitución es «el derecho fun-
damental de la libre empresa en el
marco de la economía de mercado»,
que positivamente consagra en el ar-
ticulo 38, incluido, por otra parte, en
el libro I de la misma; debiendo in-
tervenir el Estado por la vía de la em-
presa pública siempre y sólo en el caso
de que la iniciativa privada no cumpla
su función productiva o lo exija un
interés prevalente y cierto.

El principio fundamental de la eco-
nomía de mercado tiene el límite ex-
preso de iniciativa pública que recono-
ce y estatuye el párrafo 2 del artícu-
lo 128 del mismo texto constitucional,
pero puesto en relación este artículo
con los 33.3 y 131 de la misma super-
ley, ha de deducirse, para G. ARIÑO,
que la intervención empresarial del Es-
tado y las demás Administraciones pú-
blicas ha de venir requerido por un
interés general prevalente, interés ge-
neral que ha de venir determinado y
regulado por una necesaria ley a pro-
mulgar; esa ley puede ser el proyecta-
do Estatuto de la empresa pública, o
una Ley general de Ordenación Eco-
nómica.

Determinadas normas o recomenda-
ciones concretas para ese futuro Esta-
tuto completan esto detallado estudio
del profesor ARIÑO ORTIZ sobre le, em-
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presa pública del volumen II de la
obra.

Finalmente, el epígrafe V de la mis-
ma está dedicado a la «Planificación
económica», y es su autor el también
profesor universitario M. BASSOLS COMA.

Entre las innovaciones más signifi-
cativas, para el autor, de la Constitu-
ción española de diciembre de 1978 des-
taca la admisión de la planificación
económica, que incluye su artículo 131.

La planificación económica como ob-
jeto del temario de M. BASSOLS tiene en
este epígrafe, igualmente, un desarro-
llo amplio.

EQ SU exposición, el profesor BASSOLS
COMA hace un estudio histórico de este
fenómeno, que nace durante la segunda
guerra mundial (a NEURATH se debe su
primera formulación), exponiendo, se-
guidamente, las experiencias y avata-
res de la misma en los diversos países
de Alemania, Unión Soviética, Ingla-
terra, Italia y Francia, así como los di-
versos sistemas planificadores seguidos
por los mismos.

Intimamente ligada a esa exposición,
totalmente actualizada, de la planifica-
ción económica, el autor trata de la
descentralización y regionalización como
hecho o fenómeno territorial colaborador
en la misma.

La planificación económica en el sis-
tema constitucional español es el obje-
to del capítulo IV de este estudio del
autor, haciéndose en él un examen de-
tallado de los anteproyectos de la Cons-
titución de 1978, así como de los deba-
tes parlamentarios a que dieron lugar
esos preceptos constitucionales relati-
vos a la planificación económica.

Una enumeración de fines globales
de política económica y social que de-
ben proyectarse sobre la actividad eco-
nómica general es la preceptiva y el
contenido, para BASSOLS COMA, de esa
planificación económica que preceptúa
el artículo 131 constitucional, y esta
planificación debe ser llevada a cabo
por el Gobierno dado «que el Gobierno
dirige la política interior y exterior, la
Administración civil y la militar y la

defensa del Estado» en los mismos tér-
minos del artículo 87 de la super ley.

Problema, sin embargo, no totalmen-
te claro en la regulación que la Cons-
titución; hace de esa planificación eco-
nómica, y los preceptos que le dedica a
las Comunidades Autónomas es la auto-
ría o participación de esas Comunida-
des en la planificación general, y aun
en la regional. Ha de entenderse, acla-
ra en su estudio el autor, por una parte,
que el plan general ha de elaborarse de
acuerdo con las previsiones que le sean
suministradas por esas Comunidades
Autónomas, y de otra, que una vez ela-
borado el plan general (de indudable
competencia estatal) y aprobado por las
Cortes, la ejecución «deberá desarro-
llarse conforme a los principios de au-
togobierno y autonomía normativa y
administrativa» de que esas Comunida-
des gozan.

El procedimiento para la elaboración
de la planificación, parcamente regula-
do en el artículo 131 constitucional, y
la naturaleza jurídica de esa Ley del
plan, que la misma no define ni regu-
la al determinar solamente que el plan
se aprobará «mediante ley», son, final-
mente, temas doctrinales que el autor
aborda en este su estudio de «La plani-
ficación económica».

Obra, en resumen, de apretado con-
tenido; examen, positivo y doctrinal,
de las múltiples vertientes o facetas
que presenta el hecho económico inter-
no y do Derecho comparado, y estudio
detallado de ese mismo hecho o fenó-
meno en la Constitución española de
29 de diciembre de 1978, con normas y
recomendaciones a tener en cuenta en
su aplicación y desarrollo.

E. CASADO IGLESIAS

GARRORENA, Ángel: El Estado español
como Estado social y democrático de
derecho, Ed. Secretariado de Publi-
caciones de la Universidad de Mur-
cia, 1980, 177 pp.

Ángel GARRORENA, profesor agregado
de Derecho político en la Universidad
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de Murcia, ha realizado un estudio en
el que, al rigor propio del tema, une
una buena dosis de erudición.

El libro que tenemos a nuestro alcan-
ce estaba destinado a ver retrasada su
aparición. Como explica su autor, el
propósito de este trabajo era figurar
como el capítulo dedicado a analizar
•las calificaciones constitucionales del
Estado-, dentro de un Curso o Manual
sobre Derecho constitucional español.
Este deseo se ve frenado por el lógico
retraso en el desarrollo legislativo de
la Constitución, que motiva que leyes
importantes estén todavía por ser ges-
tadas. Por ello, decidió anticiparse y
publicó este integrante del futuro Cur-
so (1).

Supone un brillante estudio sobre las
posibilidades de transformación jurí-
dica que tienen las tres «calificaciones
constitucionales» del artículo 1.°, 1, de
la Constitución (Estado social, Estado
democrático, Estado de Derecho) (2).
Es un dato positivo que, junto a los
abundantes trabajos de Ciencia poli-
tica o Filosofía del Derecho sobre nues-
tra Constitución, vaya progresando la
pormenorización de los efectos jurídi-
cos de la misma, con aportaciones como
la que tenemos ocasión de comentar.

El tema es capital, pues de fondo es-
tá el asunto de la juridificación del Es-
tado. La Constitución provoca que todo
el esquema organizativo del Estado y
su funcionamiento reciban el impacto
de la norma constitucional que lo juri-
difica en un modo concreto, y le va a
obligar a amoldarse a todo el conjunto
de sus previsiones. No olvidemos el
principio general sobre el valor norma-
tivo de la Constitución recogido en su
artículo 9.°, 1, que implica la vincula-
ción de los ciudadanos y del Estado al

(1) Idénticos motivos impulsaron la apa-
rición de su obra El lugar de ¡o Ley en
la Constitución española, Ed. Centro de Es-
tudios Constitucionales, Madrid, 1980.

(2) Esta o b r a se compone de los si-
guientes capítulos: Introducción.—1. El Es-
tado español como «Estado social».—2. El
Estado español como «Estado democrático».—
3. El Estado español como «Estado social y
democrático de derecho». Conclusión.

conjunto normativo que s u p o n e la
Constitución.

Es bueno, por ello, ir conociendo las
exigencias y requerimientos jurídicos
que van a exigírsele al Estado. De ahí
lo oportuno de este estudio que nos
ayuda a conocer el alcance jurídico que
tiene el texto clave de nuestro ordena-
miento.

Destacaremos algunos contenidos de
!;Í obra que nos ocupa-.

Comienza señalando que la Constitu-
ción conforma (constituye) una realidad.
El modo en que lo hace ha de ser pri-
meramente observado en unos términos
que utiliza para autodefinirse y que su-
ponen explicitar las opciones fundamen-
tales que realiza: las llamadas «califica-
ciones constitucionales». Son el núcleo
respecto al cual el resto del ordena-
miento va a establecer cierta relación
de dependencia, en orden a mantenerse
coherente con dichas calificaciones. En
concreto, someterá a un análisis, tanto
singular como integral, las tres califi-
caciones que forman la locución em-
pleada por el artículo 1.°, 1, de la Cons-
titución para definir a España.

En torno a ellas se plantean varios
temas generales de interés:

En primer lugar, realizar un excurso
histórico para determinar en qué mo-
mento, en qué contexto surgieron di-
chas nociones (Estado social, Estado
democrático, Estado de derecho) y cuá-
les fueron los motivos que propiciaron
su aparición. También determinar la
evolución que ha experimentado cada
concepto, desde su significado origi-
nario hasta el actual. Particularmen-
te tortuoso ha sido el desarrollo se-
mántico de la adjetivación «Estado so-
c i a 1 » : históricamente ha presentado
unos contenidos ideológicos muy varia-
dos; su significado actual no goza hoy
del talante progresista que un día tuvo.

Una segunda cuestión sería examinar
cómo están plasmadas dichas califica-
ciones en el texto constitucional.

Por último, un tercer punto, ¿qué va-
lor jurídico despliegan dichos vocablos?
Parece claro que no realizan referen-
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cias normativas individualizables y, por
tanto, convertibles en un derecho sub-
jetivo jurisdiccionalmente exigible (3),
pero tienen1 los efectos propios de la
norma jurídica (4):

a) Por una parte poseen valor her-
menéutico, de modo que la interpre-
tación del ordenamiento jurídico que-
da vinculada al contenido de las tres
adjetivaciones que estudiamos, y ello
referido a la interpretación que haga
tanto el legislador al crear la Ley, como
la Administración al actuar las potes-
tades que le son conferidas por el or-
denamiento, o el juez al fundamentar
la sentencia.

b) Preceptos jurídicos interpretados
conforme a dichas calificaciones pue-
den motivar una pretensión jurídica in-
mediata e individualizada.

c) Pueden ser fundamento de De-
recho en un recurso de inconstitucio-
nalidad o en una cuestión de inconsti-
tucionalidad.

(3) Si bien es cierto que la propia cali-
ficación constitucional no fundamenta un
derecho subjetivo exigible an t e ios Tribu-
nales, no ofrece duda que sí pueden hacer-
lo aquellas de sus manifestaciones consti-
tucionales recogidas en el art iculo 14, en la
Sección pr imera del capitulo II del título
primero, todos ellos de la Constitución, en
relación con el art ículo 53.2 de la misma.
Sería un modo indirecto de consti tuir de-
rechos subjetivos accionables an te los ór-
ganos judiciales. Un ejemplo entre muchos:
u n a de las manifestaciones del término «Es-
tado democrático», que implica, ent re otras
cosas, u n a concepción plural ista de la rea-
lidad social, es el derecho de asociación for-
mulado genéricamente en el art iculo 22, y.
por tanto, garant izado en su ejercicio por
Tribunales ordinarios y por el Tribunal
Constitucional.

La otra vía que estas calificaciones tie-
nen de constituir derechos subjetivos es la
recogida por el au tor en las páginas 69 y 70:
preceptos jurídicos interpretados a la luz
de estas calificaciones pueden, gracias a di-
cha interpretación, fundamentar un dere-
cho subjetivo.

(4) En torno al carácter de norma jurídi-
ca que tiene el art ículo 1.°, 1, de la Cons-
titución, recordar que a la enmienda del
senador señor CARAZO MARTÍNEZ sobre dicho
artículo, cuyo texto comenzaba: -España
reconoce a Dios como fundamento inspirador
del Derecho...», se le contestó por el profe-
sor FERNÁNTEZ-MIRANDA T HEVIA: «Todo lo que
está en u n art iculo jurídico t iene que ser
oportuno y eficaz o carece de sentido.»
«Diario de Sesiones del Senado» número 39.
página 1564, citado por GARRIDO FALIA en Co-
mentarios a la Constitución española, Madrid

1980, p . 25.

d) Constituyen una llamada al le-
gislador para que los materialice.

De todo ello deducimos la gran fuer-
za transformadora que tienen estas
calificaciones, si bien queda supedita-
da a la interpretación de que sean ob-
jeto. Sobre este punto nos ocuparemos
más tarde.

Es necesario señalar que dicha fuer-
za puede operar en varios sentidos, ya
que el texto constitucional establece una
pluralidad de previsiones sobre cada uno
de los modelos de Estado, y según cuál
de ellas desarrollemos mas decidida-
mente obtendremos un resultado dis-
tinto. El planteamiento es particular-
mente ambivalente en el caso del tér-
mino «Estado social» (5), respecto al
cual la Constitución recoge proyeccio-
nes que le otorgan un contenido muy
diverso: asi, junto al reconocimiento
de la «economía de mercado» o la «li-
bertad de empresa», que están vincu-
ladas con el modelo económico neoca-
pitalista, hay o t r a s determinaciones
cuyo desarrollo aproximaría el tipo eco-
nómico del Estado a un modelo socia-
lista: así, los artículos 128.2, 129.2, 9.2
e incluso el propio artículo 38.

Concretando su valor jurídico a un
problema concreto del ámbito jurídico-
administrativo, podríamos recordar el
papel que asignó GARCÍA DE ENTERRÍA a
las «decisiones políticas fundamentales»
(en el sentido dado por Cari SCHMITT) (6):
las incluia en la técnica de reducción
de los poderes discrecionales de la Ad-
ministración por los principios genera-
les del Derecho. Esta utilización era
realizada bastantes años antes de la
Constitución. Actualmente, al hallarse
recogidas en el texto constitucional las
tres calificaciones que estudiamos, ven

(5) El análisis que realiza sobre el «Es-
tado social» tiene, metodológicamente, va-
lor paradigmático respecto a las otras dos
adjetivaciones que estudiamos. Así. buen
número de referencias hechas con ocasión
de su estudio, son genera l izabas a los dos
términos restantes; pr incipalmente estoy
pensando en el t ra tamiento de los efectos
jurídicos de dicha noción.

(6) Como señala Angsl GAHRORENA, «las
calificaciones constitucionales constituyen, en
cierto modo, lo que Cari SCHMITT llamó "de-
cisiones constitucionales fundamentales"».
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su valor reforzado; de alguna mane-
ra son «principios generales del Dere-
cho constitucionalizados», y e s t a ex-
plicitación hará su operatividad, en el
terreno de la lucha contra las inmuni-
dades del poder y en cualquier otro
tema que se plantee, más sencilla y, a
la vez, más intensa (7). Todas estas re-
ferencias al valor jurídico de la locu-
ción del articulo 1.°, 1, de la Constitu-
ción nos reconduce a los p r i m e r o s
párrafos en que aludíamos al valor nor-
mativo de la misma y a la juridificación
que opera sobre el Estado.

Algunas ideas interesantes del libro
reseñado conviene agruparlas para su
estudio en torno a cada una de las ca-
lificaciones:

1. Estado español como Estado so-
cial. Las proyecciones del mismo a ni-
vel constitucional son varias.-

— Regulación constitucional del pro-
ceso económico y del estatuto de sus
principales protagonistas.

— Reconocimiento de determinados
derechos y libertades de claro conteni-
do social.

— Un distinto alcance funcional del
propio Estado —así realiza funciones
asistenciales, de intervención en la eco-
nomía, de remodelación social.

— Sobre todo, el compromiso social
que expresa el artículo 9.2 (8); dicho

(7) La cita a E. GARCÍA DE ENIERRÍA per-
tenece a su obra La lucha contra las inmu-
nidades del poder; «Cuadernos Civitas», Ma-
drid, 1974, y primeramente, texto de una
conferencia pronunciada en la Facultad do
Derecho de la Universidad de Barcelona el 2
de marzo de 1962.

La mención constitucional de estas califi-
caciones supondrá un aumento de su ope-
ratividad, principalmente por la existencia
de un Tribunal Constitucional cuya espe-
cífica misión es asegurar la prevalencia de
los principios constitucionales en los distin-
tos conflictos que conozca. En torno a los
problemas jurídicos básicos que plantea el
Tribunal Constitucional, es imprescindible el
estudio de GARCÍA DE ENTERRÍA: El Tribunal
Constitucional, «Rovista Española de Dere-
cho Constitucional» núm. 1, Ed. Centro de
Estudios Constitucionales, 1981.

(8) En dicho artículo se encontraría el po-
sible fundamento constitucional para reali-
zar un «uso alternativo del Derecho-. Tiene
como precedente el artículo 3.°, 2, de la Cons-
titución italiana de 27 de diciembre de 1947,
cuyo texto es el siguiente: «Incumbe a la
República remover los obstáculos de orden

artículo obliga a integrar el principio de
igualdad formal del articulo 14 con los
criterios de igualdad material (9).

2. Estado español como Estado de-
mocrático. Son destacables algunas con-
creciones del mismo a nivel constitu-
cional:

— La soberanía reside en el pueblo.
— Concepción pluralista de la reali-

dad social: carácter diversificado y plu-
ral de la sociedad y garantía del soli-
dario fortalecimiento al que tienen ac-
ceso los individuos en la defensa de sus
derechos e intereses.

— Comprensión participativa del pro-
ceso político: una cuestión preocupan-
te es la desconfianza de los constitu-
yentes a que se instauren instituciones
de democracia directa, esto es, al acer-
camiento del ciudadano al fenómeno
decisorio del poder. La cuestión de fon-
do debería ser «vitalizar la posición
política de los ciudadanos»; lo que se

económico y social que, limitando de hecho
la igualdad do los ciudadanos, impidan el
pleno desarrollo de la persona humana y la
efectiva participación de todos los trabaja-
dores en la organización política, económica
y social del país.» Este artículo, redactado
en forma de mandato a los órganos del Es-
tado, fue la principal fundamentación ju-
rídica de las pretensiones de los juristas
defensores del «uso alternativo del Dere-
cho» en Italia. Sobre estos temas, véase
LASO, J. M.: USO alternativo del Derecho,
•RDP» núm. 1, pp. 113 y ss.

Por su parte, Lucas VERDÚ considera el
artículo 9.", 2, como uno de los cauces ju-
rídicos que permitirán construir la «socie-
dad democrática avanzada» quo contempla
el preámbulo de nuestra Constitución y cuya
consecución implica un considerable cam-
bio social.

(9) La igualdad social ya aparece como
el fin principal a realizar por el Estado
social en FORSTHOFF: Problemas actuales del
Estado social de Derecho en Alemania, tra-
ducción española. Publicaciones del Centro
de formación y perfeccionamiento de fun-
cionarios, 1988, p. 27: «Sí querría insistir en
que la función complementaria más impor-
tante que el Estado ha de realizar frente a
la sociedad industrial es la igualdad so-
cial.»

Sobre el estudio del debate en torno al
alcance del principio del Estado social de
Derecho en Alemania son particularmente
interesantes los trabajos de FORSTHOFF y BA-
CHOF, en el cuaderno 12 de las «Veróffentli-
chungen der Veroinigung der Deutschen
Staatsrechtlehrer», con el título Begriff und
Wesen des sozialen Rechtsstaat. También
SCHEUNER: Die neuere Entwicklung des
Rechtsstaat in Deutschland, pp. 247 y ss.
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ventila es cómo entender el fenómeno
participatorio de los sujetos en el mar-
co de una sociedad pluralista.

3. Estado español como Estado de
Derecho. El principio legitimador y li-
mitador del Estado es el de su sumisión
a la Ley y al Derecho, «pero también
a ciertas convicciones..., típicas de aquel
originario mundo conceptual liberal y
burgués» donde tuvo origen. -Estado
de Derecho» es un concepto cultural y,
por ello, su inteligencia exige indagar
qué otras nociones implicaba en su
contexto originario: ,

— Identidad sustancial de todos 1 o s
hombres; garantía de la misma.

— Confianza en la razón humana y
en la posibilidad de limitar el Poder
con una creación de la razón, el De-
recho.

— Limitación racional del poder a
través de un equilibrio entre los dis-
tintos poderes; uno de ellos (el Par-
lamento), elegido por la base social.

— La norma parlamentaria, expresión
de la voluntad general.

El principio a que aludíamos es el de
legalidad, expresión primera del Estado
de Derecho. ¿Por cuál de las posibles
construcciones del mismo ha optado la
Constitución? Sin duda por la llamada
«teoría de la vinculación positiva de los
poderes públicos a la ley»: aquéllos
han de actuar «de conformidad» con
ésta, siendo insuficiente el mero «no
contrariarla» (10). En otro lugar, GA-
RRORENA ha desmontado con deteni-

do) Para estudiar una síntesis de las
distintas construcciones técnicas dei prin-
cipio de legalidad y en concreto acerca de
la -Positiva Bindung», véanse GARCÍA DE
ENTKRRÍA y Tomás Ramón FERNÁNDEZ: Curso
de Derecho Administrativo, tomo I, 3.a edi-
ción, Madrid, 1979, pp. 364 y ss., y GARRO-
RKNJ, Ángel: El lugar de la Ley..., ya ci-
tado.

Como ya se ha señalado «Estado de Dere-
cho» es una noción que exige ciertos com-
plementos para existir propiamente como
tal; uno de ellos, una auténtica división
de poderes que le dé sentido; esta circuns-
tancia no se ha dado en nuestra historia
reciente hasta la aparición de la Constitu-
ción de 1978. Este dato condiciona todas
las manifestaciones del principio de lega-
lidad, recogido en nuestra legislación pre-
constitucional (véase LPA, arts. 40.2, 43, US, y
LJ, art. 83).

miento los argumentos esgrimibles en
contra del apoyo que esta teoría reci-
be de nuestra Constitución (11). La ley
aparece como «presupuesto..., c o m o
condición que no puede dejar de ante-
ceder, porque sólo ella determina la
plena legalidad de la actuación de los
poderes» (12). Por otra parte, la inten-
sidad con que es exigido el imperio de
la Ley aparece en el artículo 103 de la
Constitución: «La Administración pú-
blica... actúa con sometimiento pleno a
la Ley y al Derecho.»

La corrección con que se realiza este
sometimiento viene a ser comprobada
por la jurisdicción contencioso-adminis-
trativa: el artículo 106 de la Constitu-
ción le encarga controlar la potestad re-
glamentaria y la legalidad de la actua-
c i ó n administrativa. La jurisdicción
constitucional, a su v e z , controla el
conjunto de las decisiones públicas más
el propio conjunto legal.

Todo ello ha de asegurar la realidad
del Estado de Derecho. Conviene re-
cordar que «el trabajo de los tribunales
y, especialmente, del Tribunal Consti-
tucional Federal, ha contribuido esen-
cialmente —así lo creo— a restablecer
y a afirmar la quebrantada creencia en
la soberanía del Derecho en la posibili-
dad de un imperio del Derecho» (13).

4. Hemos realizado el análisis de
cada uno de los adjetivos; se plantea
ahora la interpretación exigida por la
locución que forman, y ello motivado
por el hecho de que cada vocablo en
relación con los otros dos que la com-
ponen queda afectado en su esencia,
y recíprocamente se otorgan, limitan y
reducen contenidos. La fórmula adquie-
re un sentido unitario, cualitativamen-
te distinto del expresado por c a d a
miembro aislado. Sirva como ejempli-
ficación de lo dicho, entre los muchos
posibles, el hecho de que el «Estado

(11) El lugar de la Ley en la Constitu-
ción Española, ya citado, pp. 77-85.

(12) El lugar de la Ley en la Constitu-
ción española, ya citado, p. 84.

(13) BACHOFF, O t t o : Jueces y Constitu-
ción, traducción española, Madrid, 1963, pá-
ginas 61 y 62.
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democrático», a la luz de la califica-
ción «Estado social», significa que la
democracia no puede quedar en un es-
calón meramente «político», sino que
ha de trascender al aspecto social, lo
que implica, como mínimo, la partici-
pación de los distintos intereses socia-
les en las decisiones económicas bási-
cas, y una democracia implantada en
el seno de la empresa.

Finalizado el desarrollo de las cali-
ficaciones con que da comienzo el ar-
tículo de nuestra Constitución, hemos
constatado cómo se les atribuía unas
potencialidades de reforma jurídica óp-
timas.

Ya en el terreno de las conclusiones,
el autor se plantea una pregunta a cu-
ya formulación nos adherimos: ¿que-
darán estas calificaciones en mera re-
tórica o pasarán a ser operativas? Án-
gel GARRORENA no resuelve la pregunta,
como tampoco podemos hacerlo nos-
otros; sólo nos resta observar en el
futuro el modo en, que los llamados a
aplicar la Constitución van a actua-
lizar dichas calificaciones. Por ello, el
tema queda en manos de la jurispru-
dencia constitucional, pero también en
las de los jueces (15), encargados de
hacer efectivas las normas —y por ello
la propia Constitución— ante el caso
concreto; por último, la corrección con
que se realice el desarrollo normativo
de la Constitución y el r e s p e t o que
muestre a la misma la Administración

(14) Es b i e n conocido en ciencia lin-
güistica que cada palabra hay que inter-
pretarla en su texto y en su contexto. Res-
pecto a la primera operación, que es la que
nos ocupa al dar una interpretación ínte-
gra de la locución, señalar la teoría del
«valor lingüístico» del concepto elaborado
por F. SAUSSURE: Curso de Lingüistica ge-
neral, traducción castellana, Buenos Aires,
1969, pp. 191 y ss., citado por SAINZ MORENO:
Conceptos jurídicos, interpretación y dis-
crecionalidad administrativa, Madrid, 1976,
página 146.

(15) Sobre este punto, BACHOFF, 0 1 1 o :
Jueces..., ya citado. Los jueces han de co-
laborar con el Tribunal Constitucional, fa-
cilitándolo el trabajo. Podemos añadir que
dado el valor normativo de la propia Cons-
titución los jueces han de aplicarla, como
ya hay jurisprudencia en este sentido. A
este respecto, ver la recopilación que hace
de la misma Enrique LINDE PANIAGUA, para
el año 1930, en .ROP» núm. 10. pp. 251 y ss.

en el ejercicio de sus potestades, exis-
tiendo de fondo un correcto funciona-
miento de los mecanismos de control
sobre todas estas instancias, servirá pa-
ra dar o no vida a las tres calificacio-
nes de nuestro artículo l.°, 1.

J. M. NAVARRO VIÑUALES

MARTÍN MERCHÁN, Diego: Partidos po-
líticos. Regulación legal. Derecho
comparado. Derecho español. Ed. Ser-
vicio Central de Publicaciones de la
Presidencia del Gobierno. Colección
•Informes» núm. 35. Madrid, 1981,
293 pp.

El autor de esta obra tuvo a su car-
go el Registro de Partidos Políticos en
el Ministerio del Interior durante casi
cinco años (1976-1981), que precisamen-
te fueron los mas interesantes en rela-
ción a las cuestiones que plantea un
registro de esta naturaleza, puesto que
entonces se constituyeron los partidos
que existen en la actualidad, se produ-
jeron varias y muy significativas esci-
siones, se planteó con toda virulencia
la cuestión de la ilicitud de los fines
de determinadas formaciones políticas
y, en fin, en el Registro se produjo la
casuística propia de una materia que,
por ser política, escapaba a uní trata-
miento puramente jurídico. Con todo lo
expuesto, se quiere decir que el libro
no sólo se refiere a los partidos polí-
ticos desde el punto de vista puramen-
te teórico del d e r e c h o —regulación
legal, jurisprudencia y Derecho compa-
rado^—, sino que aporta una larga ex-
periencia vivida por el autor.

En la obra que nos ocupa se dedican
los primeros capítulos a una especie
de «teoría general» relativa a los par-
tidos políticos. Se analiza el concepto
de partido político —cuestión más im-
portante de Jo que pueda parecer desde
el punto de vista de una futura Ley
orgánica de partidos políticos—, lla-
mando la atención sobre los dos carac-
teres que c o n f o r m a n el concepto,
además de los fines políticos que persi-
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guen los partidos políticos: Una aso-
ciación política es partido político cuan-
do, teniendo fines de carácter político,
tiene cierta estructura organizativa y,
además, participa en elecciones gene-
rales o territoriales. Por ello se señala
que gran parte de las asociaciones ins-
critas en el Registro de Partidos Polí-
ticos como tales, son en realidad aso-
ciaciones, que deberían tener su sede
en el Registro de Asociaciones regidas
por la Ley de 1964.

Se hace seguidamente una breve in-
cursión de carácter histórico sobre la
constitucionalización de l o s partidos
políticos, que es un fenómeno relativa-
mente reciente, puesto que sólo des-
pués de la Segunda guerra mundial las
Constituciones que se promulgan reco-
nocen a los partidos como piezas clave
del edificio constitucional. Se abor-
da, asimismo, una cuestión de pura po-
lítica legislativa, en el sentido de ex-
poner los sistemas existentes en rela-
ción a la regulación de los partidos
políticos como las demás asociaciones
o bien como asociaciones singulares
corb normativa propia, lo que respon-
de al dilema de elegir entre una legis-
lación común o una legislación espe-
cial en la regulación de los partidos
políticos. En el cuarto capitulo, con-
cretamente, se estudia una cuestión de
capital importancia relativa a la ili-
citud o ilegalidad de determinados par-
tidos, sistematizando las ideas básicas
que al respecto se han adoptado en
determinados países: actividades en sí
mismas peligrosas p a r a la sociedad
(Inglaterra), actuación externa contra-
ria al orden democrático del país (Ita-
lia), estructura interna no democrá-
tica (República Federal Alemana) y
actuación contraria a las leyes y a las
buenas costumbres (Francia).

En los cinco capítulos siguientes se
estudian los sistemas de regulación de
los partidos políticos en la República
Federal de Alemania, Francia, Italia,
Gran Bretaña y España. En relación a
cada país citado se tratan las cuestio-
nes que, de modo teórico, se abordaron
en la parte más arriba aludida y que

cabe denominar como «teoría general»
de los partidos políticos, poniéndose de
manifiesto cómo se han resuelto temas
tan importantes como la creación de
los partidos, sistema registral, papel de
la Administración y de la autoridad
judicial, ilicitud o anticonstitucionali-
dad de los partidos políticos, etc. Se
hace un tratamiento singularizado so-
bre el sistema adoptado en España, ex-
tendiéndose el autor en diversas con-
sideraciones sobre cada uno de los pun-
tos tratados, para finalizar con unas
«ideas básicas presentadas a modo de
resumen» que, a la vez que síntesis
apretada de todo lo expuesto, son indi-
cación sucinta de los problemas que
podría abordar una nueva Ley de Par-
tidos Políticos en España o una nueva
Ley General de Asociaciones aplicable
también a los partidos políticos.

La obra que se comenta proporciona
una aportación en la materia muy va-
liosa al recoger la jurisprudencia espa-
ñola sobre partidos políticos, d e s d e
1976 a la actualidad. El autor encuen-
tra en cada una de las sentencias que
recoge motivo para unos comentarios
que, al estar referidos al sistema legal
español de partidos políticos, propor-
cionan un m e j o r entendimiento de
aquél. La jurisprudencia en materia
de partidos políticos —dicho sea de
paso— se muestra completamente pro-
gresiva, reconociendo en toda su di-
mensión la ratio jurídica, política e in-
cluso social de los derechos reconocidos
en los artículos 6.° y 22 de la Consti-
tución. Y también se incluye toda la
legislación española sobre partidos po-
líticos, con expresión de la que está
vigente y de la que se encuentra ya de-
rogada, expresa o tácitamente.

La obra de MARTÍN MERCHÁN conclu-
ye con una especie de «miscelánea» en
relación a aspectos concretos de ca-
rácter registral de los partidos políti-
cos, que en nuestro país se encuentran
actualmente inscritos en el Registro de
Partidos Políticos: ubicación de las se-
des de los partidos, publicaciones edi-
tadas por los mismos, relación de par-
tidos regionales, autonomistas y nacio-
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nalistas, con expresión de sus fines, y
relación de los partidos políticos ins-
critos.

V. M. GONZALEZ-HABA GUISADO

PRIMERAS JORNADAS DE LA FUNCIÓN PÚBLI-
CA: Tres dias en torno a la reforma
de la Función Pública. Conclusiones
de las Primeras Jornadas de la Fun-
ción Pública, organizadas por FETAP-
UGT y celebradas en Madrid los días
31 de marzo y 1 y 2 de abril de 1981.
Editorial «Pablo Iglesias». Madrid,
1981, 262 pp.

Esta publicación es la expresión es-
crita de las Jornadas sobre Función
Pública llevadas a cabo por FETAP-
UGT, en los últimos días de marzo y
primeros de abril del 81, «con el fin de
analizar en profundidad el estado de
la Función Pública española y articu-
lar el conjunto de propuestas y solu-
ciones más razonables para remediar
sus males», como se escribe en las pá-
ginas del prólogo.

Aparecen, en primer término, los
discursos de apertura a cargo de Jus-
to ZAMBRANA, secretario general de la
FETAP, y de Nicolás REDONDO, secreta-
rio general de la UGT. A juicio de este
último, la reforma de la Administra-
ción «es uno de los puntos clave para
el asentamiento de la democracia» y
•pasa por una reforma de la Función
Pública, que inexplicablemente viene
siendo retrasada durante demasiados
años»; siendo así que, en la actuali-
dad, hay una serie de temas pendien-
tes en el área del funcionariado (nuevo
Estatuto, derechos y l i b e r t a d e s , in-
compatibilidades, seguridad social, et-
cétera), que precisan un tratamiento
urgente y adecuado a la nueva situa-
ción política del país.

Seguidamente figuran los textos de
las intervenciones habidas en las dos
Mesas Redondas celebradas. En la pri-
mera de ellas, bajo el titulo «Los par-
tidos políticos ante la Función Pública»,
actuaron Antonio CARRO, diputado por

CD; José Luis MEILÁN, diputado por
UCD; Francisco RAMOS, diputado por
PSOE; Miguel ROCA, diputado y porta-
voz de la Minoría Catalana, y Joan
PRATS, diputado del PSC-PSOE. Cada
uno de estos políticos expone, desde
su posición ideológica, su opinión so-
bre la problemática funcionarial en
torno a tres puntos concretos: eficacia
actual de la Administración; volumen
y amplitud del aparato administrati-
vo-burocrático, y neutralidad del fun-
cionario. Y completándose esta exposi-
ción con las palabras de los asistentes
que hicieron algún tipo de preguntas o
solicitaron determinadas aclaraciones o
puntualizaciones.

La segunda Mesa Redonda, bajo el
rótulo «Alternativas para una nueva
Función Pública», contó con la presen-
cia de Mariano BAENA DEL ALCÁZAR, ca-
tedrático de Derecho administrativo;
Luis Fernando CRESPO MONTES, secreta-
rio general para la Administración pú-
blica; Miguel MARTÍN, subsecretario de
Presupuesto y Gasto Público, del Mi-
nisterio de Hacienda; Luis Enrique
DE LA VILLA, catedrático de Derecho del
trabajo, y Tomás Ramón FERNÁNDEZ,
rector de la Universidad Nacional a
Distancia. Todos ellos desarrollan sus
puntos de vista sobre lo que deberá ser
la Función Pública de los años venide-
ros, indicando las características y no-
tas que habrán de delimitarla para su
mejor encaje en nuestro sistema polí-
tico, tal como está diseñado en la Cons-
titución. Y contando, asimismo, con el
complemento de las preguntas, mati-
zaciones y, en su caso, discrepancias,
de los asistentes.

Como núcleo esencial del libro hay
que valorar las ponencias elaboradas
y aprobadas en estas Jornadas y que,
obviamente, reflejan el pensamiento
del Partido Socialista sobre la Admi-
nistración y la Función Pública. Dichas
ponencias se refieren, respectivamen-
te, a las retribuciones de los funcio-
narios públicos y que, a nuestro juicio,
es la más completa y la mejor cons-
truida; al acceso a la Función Pública,
la carrera administrativa y las situa-
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ciones administrativas, con propuestas
específicas sobre cuestiones tan impor-
tantes como son las pruebas selecti-
vas, la estructura corporativa, la pro-
moción o ascenso y los órganos de ges-
tión en materia de personal; a las in-
compatibilidades, con una descripción
de la situación actual y con iniciativas
legislativas y reglamentarias que tien-
dan a abordar esta parcela del régimen
funcionarial, tanto en el ámbito políti-
co como en el administrativo, tanto mi-
rando al sector público como al priva-
do; a los derechos sindicales, con una
incidencia muy singular sobre el de
huelga y el de negociación colectiva,
y, por último, a la Seguridad Social de
los servidores públicos, con mención,
primero, de las deficiencias existentes
en el campo básico de la previsión so-
cial y, segundo, de las transformacio-
nes que habrán de introducirse en aqué-
lla para situarla al mismo nivel que
la de los trabajadores del sector pri-
vado.

En el tramo final de la obra que co-
mentamos se reproducen los discursos
de clausura. Para Justo ZAMBRANA, como
denominador común de los defectos,
quiebras e insuficiencias existentes, se
advierte «la falta de una auténtica po-
lítica de Función Pública», afirmando
que «en estos últimos años, la Admi-
nistración pública española está pa-
sando por una de las épocas de peor
funcionamiento de su historia». Y para
Felipe GONZÁLEZ, secretario general del
PSOE, en un discurso de denso conte-
nido político, es preciso que la Admi-
nistración cambie «porque es un im-
perativo histórico si queremos hacer
lo que la Constitución manda que se

haga», añadiendo que «en el funcio-
nario se opera o se crea una situación
especial, al funcionario se le halaga y
se le golpea, pero no se le respeta y
casi nunca se le dice la verdad». En
conclusión, para el político sevillano,
se requiere, por encima de todo, una
voluntad del Gobierno de hacer las
reformas que pongan a nuestra buro-
cracia pública en consonancia con los
nuevos tiempos, sosteniendo que «la
reforma de la Administración, hecha
con prudencia, con calma, es tan ur-
gente como cualquier otro problema
del Estado, con una sola diferencia-,
es condicionante p a r a resolver cual-
quier otro de los grandes problemas
del Estado».

Un anexo que incluye los Proyectos
de Ley por la que se aprueban las ba-
ses del régimen estatutario de los fun-
cionarios públicos y por la que se
regula el ejercicio de los derechos y li-
bertades por los funcionarios de las Ad-
ministraciones públicas, juntamente con
unos comentarios de la FETAP a ambos
textos, cierran el libro, que es intere-
sante en cuanto manifiesta al lector
el posicionamiento del Partido Socia-
lista sobre la reforma de nuestra Fun-
ción Pública. En todo caso, hay que
subrayar que la obra, de evidente ac-
tualidad y de indiscutible a t r ac t i vo
para cuantos se interesan por la Función
Pública, queda en parte deslucida por
el número desacostumbrado de erra-
tas que hay esparcidas por sus páginas
y que denuncian la premura y escaso
cuidado con que ha sido confeccio-
nada.

V. M. GONZALEZ-HABA GUISADO
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